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Capítulo 3
Las elecciones  
judiciales en México:  
los riesgos de captura
Guadalupe Salmorán Villar1

I. Introducción
Recurrir al voto popular como mecanismo general para elegir a los integrantes 
del aparato de justicia no es para nada algo habitual. México, en este sentido, 
se convirtió en el único país del planeta en valerse del sufragio universal 
para renovar la totalidad de sus magistraturas tanto federales como locales.

Desde mi perspectiva, estas elecciones de los jueces vulneran el principio 
de independencia judicial, en específico la garantía de inamovilidad de las 
personas juzgadoras y el derecho de la ciudadanía a una justicia imparcial 
y efectiva.2 Nótese, por ejemplo, que una de las consecuencias inmediatas 

1	 Investigadora de tiempo completo en el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM e 
Investigadora Nivel I del Sistema Nacional de Investigadores. ORCID: https://orcid.org/0000-
0002-5580-6509.

2	 Sobre este tema consúltese a Astudillo, César, “La reforma al Poder Judicial. Efectos en el 
estatus y la mecánica de elección —por voto popular— de sus integrantes”, en Sergio López 
Ayllón, J. Jesús Orozco Henríquez, Pedro Salazar y Diego Valadés (coords.) Análisis técnico 
de las 20 iniciativas de reformas constitucionales y legales presentadas por el presidente 
de la República (febrero 5, 2024), México, Instituto de Investigaciones Jurídicas-Universidad 
Nacional Autónoma de México, 2024, pp. 287-299; Martín Reyes, Javier “La elección popular 
de los poderes judiciales en México: breve radiografía del Plan C”, en Sergio López Ayllón, 
J. Jesús Orozco Henríquez, Pedro Salazar y Diego Valadés (coords.) Análisis técnico de
las 20 iniciativas de reformas constitucionales y legales presentadas por el presidente de la

Libro completo en: https://tinyurl.com/39a7h6uu
2025. Nexos, Sociedad, Ciencia y Literatura S. A. de C. V., https://www.nexos.com.mx/
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv
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de la reforma de 2024 consiste en la destitución forzada y masiva de las 
personas juzgadoras en funciones, ya sea en los comicios de 2025 o 2027, 
según corresponda. 

Esta medida vulnera una de las garantías más importantes de la inde-
pendencia judicial: la inamovilidad en el cargo, que prohíbe la remoción 
anticipada de las magistraturas sin que exista una causal previa que lo jus-
tifique. Esta garantía exige, además, que la destitución se base sólo en los 
supuestos legalmente preestablecidos, tales como el cumplimiento del plazo 
para ejercer el cargo, la llegada a la edad de jubilación, la comprobación de 
faltas disciplinarias graves o la demostración de incompetencia en el desem-
peño de sus funciones, ninguno de los cuales se cumple en este caso.3 

El sistema electivo, tal como se estableció por la reforma Obrador-
Sheinbaum, permitirá purgar por completo el poder judicial y, de esta manera, 
despejar el camino para la colocar perfiles según las preferencias y lazos 
partidistas, socavando con ello el derecho a una tutela judicial imparcial. Ello 
es así porque el sistema electoral, que obliga a las juezas y jueces a com-
petir por sus puestos en la misma arena que los gobiernos y los órganos de 
representación popular, está pensado precisamente para recoger los humores 
del electorado. Por lo tanto, se espera que los jueces que resulten electos, 
antes que resolver sus asuntos con base en la estricta aplicación de la ley, 
quedarán sujetos tanto a las preferencias y opiniones del electorado como a 
las demandas de las fuerzas políticas y grupos de interés privados (lícitos e 
ilícitos) que respalden sus candidaturas. En breve: el sistema electivo no sólo 
dejará que las personas juzgadoras puedan ser influenciadas por la política 
partidista, las subordina a ella.

No obstante, los inconvenientes de los comicios judiciales establecidos 
por la reforma del 2024 no se limitan a sus efectos más inmediatos ni a las 
características inherentes de cualquier sistema basado en el voto popular. En 

República (febrero 5, 2024), México, Instituto de Investigaciones Jurídicas-Universidad Na-
cional Autónoma de México, 2024, pp. 319-332. Me he ocupado igualmente de esta cuestión 
en Salmorán Villar, Guadalupe “¿Jueces a las urnas? Elección por voto popular del tribunal 
electoral y la Suprema Corte”, en Javier Martín Reyes y María Marván (coords.), La iniciativa 
presidencial de reforma electoral: análisis técnico del Plan C electoral, México, Universidad 
Nacional Autónoma de México-Instituto de investigaciones Jurídicas, 2024, pp. 77-88.

3	 Comisión de Venecia, Informe sobre la Independencia del Poder Judicial, (CDL-AD(2010)004), 
Estrasburgo, 2010, p. 22.
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este trabajo argumento que el diseño normativo de estas elecciones no sólo 
falla en garantizar la selección de los perfiles más idóneos para la función 
judicial, sino que también propicia que los órganos jurisdiccionales sean 
susceptibles de captura por parte del gobierno y las mayorías representadas 
en el Congreso de la Unión. A pesar de la complejidad del sistema electivo 
aplicable para la renovación de los jueces federales, este análisis se centra 
en tres aspectos que considero decisivos para desbalancear el procedimiento 
a favor del poder ejecutivo y legislativo, dificultando que los mejores per-
files lleguen a la boleta electoral: la etapa de selección de candidaturas, los 
criterios para seleccionar a los aspirantes, así como el funcionamiento de los 
comités responsables de dichas evaluaciones. 

A parte de la introducción, este ensayo está dividido en tres apartados. 
En el primero, examino los alcances de los comicios judiciales y algunas 
de sus implicaciones para el aparato de justicia mexicano. En el segundo, 
analizo algunos de los riesgos de captura y sesgo político que conlleva el 
diseño constitucional de los comicios judiciales. Finalmente, ofrezco algunas 
reflexiones sobre los efectos adversos del sistema de elección popular de las 
magistraturas federales para la independencia, imparcialidad y credibilidad 
de la labor judicial.

II. Los comicios judiciales: repercusiones 
para el sistema de justicia federal
A diferencia de Bolivia, el otro país en América Latina que elige a sus altas 
cortes por voto popular4, en México los procesos electorales tanto para rele-
var a las clases políticas como para elegir a los jueces federales se realizarán 
de manera paralela y culminarán en una jornada electoral conjunta —el pri-
mer domingo de junio del año en que corresponda—.

4	 Sobre este tema consúltese a Pásara, Luis, Elecciones judiciales en Bolivia. Una experiencia 
inédita, Washington, Due Process of Law Foundation, 2014; Pásara, Luis, Elecciones judicia-
les en Bolivia: ¿aprendimos la lección?, Washington, D. C., Due Process of Law Foundation, 
2018; Driscoll, Amanda y Nelson, Michael J., “Crónica de una elección anunciada. Las elec-
ciones judiciales de 2017 en Bolivia”, Política y Gobierno, núm. 1, vol. XXVI, 2019, pp. 41-64; 
Comisión Internacional de Juristas, la Federación Latinoamericana de Magistrados (FLAM) 
y la Fundación para el Debido Proceso (DPLF) Ni elecciones judiciales integrales, ni reforma 
de la justicia en Bolivia, 2024. 
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La sincronización de los comicios judiciales con el ciclo electoral de los 
legisladores federales alimenta la probabilidad de que el voto del electorado, 
influenciado por la retórica y las campañas partidistas, se incline hacia los 
perfiles respaldados por la opción política de su preferencia.5 Es importante 
subrayar, sin embargo, que las primeras elecciones de las personas juzga-
doras, programadas para 1º junio de 2025, se llevarán a cabo mediante un 
proceso electoral extraordinario, cuyas reglas están fijadas fundamentalmente 
en los artículos transitorios de la propia reforma constitucional que introdujo 
el sistema electivo.6 

Como he advertido, el sistema electivo impacta a un complejo y plural 
sistema de cargos jurisdiccionales en todos los niveles de gobierno. Se trata, 
no obstante, de un modelo que trata a la judicatura mexicana como si fuese 
un bloque homogéneo con las mismas tareas y necesidades, que no considera 
ni la naturaleza ni las funciones (las competencias y responsabilidades) que 
corresponden a cada órgano jurisdiccional. 

Los comicios judiciales han desplazado uno de los rasgos que habían 
distinguido a la administración de justicia mexicana: la diversificación de 
los sistemas de designación de los órganos jurisdiccionales. Tales meca-
nismos, si bien involucraron a los tres Poderes de la Unión, lo hacían de 
manera diferenciada y con distintos grados de incidencia en las diferentes 
etapas (ya sea de postulación, ratificación y nombramiento) que configuraban  
cada procedimiento.

El sistema de elección popular, como he señalado, impone una renova-
ción masiva y simultánea de las personas juzgadoras. Esto contrasta con el 
esquema previo a esta reforma judicial, en el que la sustitución de los cargos 
jurisdiccionales, muchas veces escalonada (como era el caso de la Suprema 
Corte y el Tribunal Electoral) se llevaba a cabo en ciclos diferentes y sepa-
rados de la rotación periódica del gobierno y los representantes populares. 
Dicha situación dificultaba que una sola administración o grupo político 

5	 Esta posibilidad aumenta si consideramos que en los listados de las candidaturas se especi-
ficará la autoridad estatal que las postuló.

6	 Me refiero al Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de reforma del Poder 
Judicial, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 15 de septiembre de 2024.
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pudiera controlar al aparato de justicia, ya que las designaciones estaban 
distribuidas en el tiempo.

Sin embargo, el nuevo esquema de renovación sincrónica establecido con 
la reforma judicial aumenta significativamente esta posibilidad, ya que per-
mite a los poderes públicos, especialmente al ejecutivo y legislativo, postular 
perfiles según sus intereses políticos. Esto es evidente para el inédito Tribu-
nal de Disciplina Judicial, cuyos miembros serán elegidos en su totalidad 
en 2025. Lo mismo vale para la Suprema Corte y las Salas Regionales del 
Tribunal Electoral, que serán completamente reemplazadas bajo el actual 
gobierno en turno. Un fenómeno similar podría ocurrir con los Tribunales 
Colegiados de Circuito y los Juzgados de Distrito. Aunque estas instancias 
serán renovadas parcialmente, la mitad de sus magistraturas será sustituida 
en 2025 y la otra mitad en 2027, nunca antes en la historia contemporánea de 
México había habido un relevo tan extenso y concurrente de jueces federales 
durante una misma administración. Sólo en 2025, mediante las elecciones 
extraordinarias, se elegirán 850 magistraturas entre ambos órganos. 

Así, en realidad, la única instancia jurisdiccional que no será sustituida en 
su totalidad en 2025 será la Sala Superior del Tribunal Electoral; aquí sólo 
serán electas las dos magistraturas vacantes —que se mantuvieron así por 
decisión del oficialismo al evitar su nombramiento, gracias a su mayoría de 
escaños, por el Senado de la República desde octubre del 2023—.7 

III. Los riesgos de captura y sesgo político 
de las magistraturas federales
El modelo electivo, establecido por la reforma Obrador-Sheinbaum, se ha 
defendido como un avance indiscutible en términos democráticos. Lo cier-
to, no obstante, es que se trata de un proceso que no es abierto, directo  
ni transparente. 

7	 Los legisladores que aprobaron la reforma judicial decidieron dar un trato especial a este ór-
gano: prorrogar hasta 2027 los mandatos de las cinco magistraturas que actualmente ejercen 
sus funciones. Esta determinación no sólo es excepcional, en el sentido de que constituye 
una excepción a la regla general, constituye una norma privativa —prohibida por la constitu-
ción mexicana (art. 13)— al otorgar un privilegio reservado a jueces con nombre y apellido, 
algo que no existe ni para la Suprema Corte ni para ningún otro cargo jurisdiccional.
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No es abierto porque no cualquier ciudadano puede participar; es decir, 
ahora, para contender a un cargo jurisdiccional se requiere, entre otros re-
quisitos, del respaldo de alguno de los poderes públicos que intervienen en 
la selección de las personas postulantes. Tampoco es directo, ya que la presi-
dencia de la República, el Congreso de la Unión y la propia Suprema Corte, 
a través de sus correspondientes comités, seleccionan las candidaturas que 
sí tendrán oportunidad de buscar ganarse el voto ciudadano. Menos aún es 
transparente, en la verificación de los requisitos legales y constitucionales y 
la evaluación de idoneidad de los aspirantes —dos etapas clave para lograr 
una candidatura judicial que se realiza tras bambalinas y, por lo mismo, se 
presta a negociaciones políticas—.

Por otro lado, pareciese que la Constitución concede un peso igual a los 
poderes públicos que participan en la postulación de las candidaturas. Sin 
embargo, un análisis más detallado revela que el diseño institucional de los 
comicios judiciales, antes que fortalecer los contrapesos entre estos poderes, 
concede al poder Ejecutivo y su correspondiente partido político un papel 
preponderante en la selección de las candidaturas judiciales. 

En primer lugar, la presidencia de la República adquiere una injerencia en 
instancias jurisdiccionales donde antes no intervenía. Nótese que, además de 
la Suprema Corte y el Tribunal de Disciplina (creado con la reforma judicial), 
el Ejecutivo federal adquiere una influencia directa en la conformación de 
un tercio de las Salas del Tribunal Electoral y obtiene esa misma potestad, 
y en igual proporción, en la integración de los Tribunales Colegiados y los 
Juzgados de Distrito de todo el país.

Pero si se considera la actual distribución de fuerzas políticas en el país a 
partir del último proceso electoral federal, en el que el partido MORENA y 
sus aliados minoritarios lograron controlar al gobierno federal y al Congreso 
de la Unión, entonces, el sistema electivo judicial les permite definir dos 
terceras partes de los aspirantes judiciales. La irrelevancia del resto de las 
fuerzas políticas para determinar las candidaturas a cargos judiciales garan-
tiza que sólo los perfiles alineados con el oficialismo tengan posibilidades 
reales de ser electos. Esta distribución de fuerzas vale subrayar, se mantendrá 
por lo menos durante los próximos seis años; de tal manera que el gobierno 
y sus partidos políticos afines contarán con una holgada mayoría que les 
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permitirá seleccionar unilateralmente, sin la oposición, a las personas que 
buscarán ganarse el favor de la ciudadanía. 

En tercer lugar, es necesario hacer énfasis en el deficiente procedimiento 
para evaluar a los aspirantes judiciales. De acuerdo con la Constitución, los 
postulantes deben presentar “un ensayo de tres cuartillas donde justifiquen los 
motivos de su postulación y remitan cinco cartas de referencia de sus vecinos, 
colegas o personas que respalden su idoneidad para desempeñar el cargo”. No 
obstante, tal documentación resulta inadecuada e insuficiente para valorar la 
integridad, los conocimientos y la competencia necesarios para desempeñar 
el cargo. Asimismo, el texto constitucional mandata que los “perfiles mejor 
evaluados” recaigan en aquellas personas que se hayan distinguido por “su 
honestidad” y “buena fama pública”; sin embargo, son cualidades altamente 
subjetivas que, por lo mismo, parecen destinadas a ser letra muerta. 

Ahora bien, para procesar las candidaturas, cada uno de los poderes públi-
cos —presidencia de la República, Congreso y Suprema Corte— debe integrar 
un comité de evaluación conformado por “cinco personas reconocidas en la 
actividad jurídica”. Las labores de los comités son fundamentales, pues éstos 
evalúan el cumplimiento de los requisitos y califican la idoneidad de los aspi-
rantes. Sin embargo, dichas instancias añaden otra serie de inconvenientes. Por 
una parte, ni la Constitución ni las leyes secundarias especifican cómo debe 
decidirse la integración de cada comité. Su conformación queda al arbitrio 
de cada órgano estatal, pues estos no están obligados a ofrecer ninguna razón 
pública sobre los nombramientos que hagan para integrarlos. 

Por otra, el sistema normativo deja un amplio margen de maniobra a 
los comités. Primero, porque cada uno puede emitir sus propias reglas 
de funcionamiento. Segundo, porque, como se ha dicho, los comités de-
ben calificar la “idoneidad” de los postulantes a juez. Sin embargo, ni la 
Constitución ni las leyes electorales definen qué debe entenderse ni cómo 
debe valorarse esta cualidad. Es más, cada comité puede definir libremente 
“la metodología de evaluación de idoneidad de las personas aspirantes”. 
Mientras que lo primero se presta a la conformación disímil de dichas 
instancias, lo segundo favorece la discrecionalidad a la hora de identificar 
“los mejores” perfiles. De cualquier forma, no serán los “mejores evalua-
dos” los que propongan los comités, sino aquellas que decida el azar. En 
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efecto, la Constitución obliga a cada comité a recurrir a una insaculación 
pública como mecanismo para “depurar” las listas de las “personas mejor 
evaluadas” con el fin de ajustar el número de candidaturas que pueden ser 
postuladas para cada cargo. Una vez hecho lo anterior, estas listas deben 
ser aprobadas por los poderes públicos, tras lo cual el Senado las remite al 
Instituto Nacional Electoral para proseguir con la organización del proce-
so electoral. Así, lo que está claro es que los méritos, la experiencia y la 
integridad moral están lejos de ser los criterios definitorios al seleccionar 
las candidaturas que finalmente serán sometidas a consideración de la ciu-
dadanía el día de la jornada electoral. 

IV. Reflexiones conclusivas
El sistema de elección popular de las magistraturas federales en México 
plantea riesgos significativos tanto para la independencia judicial como para 
la calidad de las personas que resulten designadas. Si bien esta modalidad 
busca acercar a la ciudadanía a la judicatura, su diseño normativo presenta 
varios problemas estructurales que comprometen los pilares que deberían 
caracterizar a cualquier sistema judicial democrático: imparcialidad, inde-
pendencia e idoneidad de las personas juzgadoras.

Como ha sido analizado, la elección popular mexicana tiende a priorizar 
las afinidades políticas como criterios clave para acceder a cualquier cargo 
jurisdiccional. Al operar bajo el mismo ciclo electoral que los comicios de 
los representantes populares, este sistema fomenta una dinámica en la que las 
personas juzgadoras pueden verse inclinadas a agradar a las fuerzas políticas 
que las postularon, comprometiendo así su imparcialidad en el desempeño 
de sus funciones.

Además, el grado de discrecionalidad que caracteriza al sistema electivo, 
tanto en la integración de los comités de evaluación como en la postulación 
de candidaturas, refuerza la prevalencia de criterios políticos sobre la pericia 
y preparación de los aspirantes. Los comités de evaluación, por su diseño 
difícilmente pueden garantizar un proceso objetivo, son conformados sin 
criterios claros ni transparentes, quedando a merced de los poderes públicos 
que dominan el escenario político.
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Es preocupante en particular que los poderes ejecutivo y legislativo con-
centren un control significativo en la definición de los perfiles que serán 
sometidos al escrutinio de la ciudadanía. Esto no sólo politiza los nombra-
mientos judiciales, sino que también sitúa a las y los jueces, magistrados y 
ministros en una posición de vulnerabilidad frente a las eventuales presiones 
de quienes los postulen, poniendo en riesgo su capacidad para ejercer sus 
funciones sin temor a represalias.

En este escenario, el voto ciudadano tiene más bien un papel secundario y 
marginal, ya que se limita a ratificar o rechazar las candidaturas previamente 
definidas por los órganos del Estado. Esta dinámica no sólo puede intensi-
ficar los cuestionamientos sobre la falta de independencia e imparcialidad 
judicial, sino que también puede contribuir a erosionar la credibilidad de la 
labor jurisdiccional al reconducir la fuente de su legitimidad a la arena de la 
política nacional.

Por todo lo anterior, es difícil sostener que este sistema electivo coadyu-
vará a fortalecer la legitimidad y calidad técnica del sistema de justicia 
mexicano. Al contrario, su diseño constitucional parece más bien orientado 
a consolidar un control político sobre las instancias jurisdiccionales, sacrifi-
cando lo que se había logrado construir en términos de excelencia profesional 
e independencia institucional.


